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Luis Leopoldino Carvajal Ramírez vs Colpensiones y otros

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 
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SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN PENSIONES. DEBERES. El sistema de seguridad social en pensiones implica el cumplimiento de unas cargas u obligaciones que deben cumplir tanto los afiliados, como los empleadores, los Fondos de Pensiones y el Estado. Frente a los primeros, dígase que tienen la carga, en el caso de ser trabajadores dependientes, de desempeñar su labor en el período correspondiente, para que se genere la respectiva cotización, el empleador tiene la obligación de afiliar a sus trabajadores al sistema pensional, retener el porcentaje correspondiente del salario del trabajador y junto con el que le corresponde pagar entregarlo al Fondo pensional. Por su parte los Fondos de Pensiones, cuentan con obligaciones especiales, encaminadas a recaudar las cotizaciones que efectúen los afiliados, en caso de mora en el pago por parte del empleador, deberán adelantar las acciones de cobro respectivas, reconocer y pagar las prestaciones que se deriven del sistema y, además de ello tiene la especial obligación de asesorar al afiliado e informarlo debidamente sobre las consecuencias de una decisión determinada. Finalmente el Estado tiene el deber de vigilar la labor que ejecutan los fondos pensionales y garantizar el pago de las prestaciones derivadas del sistema de manera oportuna. MORA PATRONAL. CONSECUENCIAS. Cuando el empleador falla en el cumplimiento de sus obligaciones, bien sea que no afilia al trabajador al sistema pensional o bien que no paga las cotizaciones que corresponden, la ley establece unas sanciones especiales. En el caso de la no afiliación, al tenor de lo dispuesto en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, cuyo parágrafo 1º, en el literal d y en el inciso segundo, establece que el empleador debe cancelar a la administradora de pensiones el titulo pensional que corresponda por el tiempo que no fue afiliado el trabajador, el cual cubre el aporte patronal, el aporte del empleado y los réditos de mora; y en el caso de la falta en el pago de aportes, conforme a los artículos 22 y 23 de la obra legal que viene en cita, será responsable de la totalidad del aporte y los réditos moratorios que estos generen, pudiendo ser ejecutado por el Fondo de Pensiones.
AUDIENCIA PÚBLICA:

Pereira, hoy dos (2) de febrero de dos mil diecisiete (2017), siendo las siete y treinta minutos de la mañana (07:30 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia los magistrados de la Sala Laboral del Tribunal de Pereira, en su Sala de Decisión No. 04, presidida por el ponente, declaran abierto el acto, el cual tiene por objeto decidir el grado jurisdiccional de consulta y el recurso de apelación propuesto por el codemandado Pimpollo S.A.S. contra la sentencia del 11 de febrero de 2016 del Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral promovido por Luis Leopoldino Carvajal Ramírez contra Colpensiones, siendo vinculados Pimpollo S.A.S. y Crisaltex S.A. 
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

TRASLADO EN ORDEN Y ADVERTENCIAS: .Se les concede el uso de la palabra a los apoderados de las partes, empezando por la de la demandante, para si a bien lo tienen, presenten sus alegatos, disponiendo cada uno de un término máximo de 8 minutos. 
Escuchadas las intervenciones anteriores, si las hubo, serán tenidas en cuenta en la decisión que: 

A continuación se profiere 
SENTENCIA

Persigue el demandante que se declare que es beneficiario del régimen de transición contenido en el canon 36 de la Ley 100 de 1993 y, en consecuencia, que su pensión de vejez se debe regir por el Acuerdo 049 de 1990. En consecuencia, pide que se condene a Colpensiones a reconocer y pagar la prestación pensional desde el 21 de julio de 2011, con el correspondiente retroactivo y los réditos moratorios de que trata el canon 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas del proceso.

Para así pedir relata que nació el 21 de julio de 1951, que el 28 de febrero de 2012 solicitó el reconocimiento y pago de las pensión de vejez a Colpensiones, que la misma le fue negada, que la entidad no reconoce la totalidad del tiempo laborado por el actor con Industria Avícola de Occidente –hoy Pimpollo-, ni todo el tiempo laborado con Crisaltex, que cuenta con más de 750 semanas para el 25 de julio de 2005, que cumplió más de 500 semanas en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad y también más de 1000 en cualquier tiempo, que desde el 15 de octubre de 2013 solicitó la corrección de la historia laboral.

Colpensiones, una vez notificado, allegó respuesta en la que se pronunció frente a los hechos, aceptando los alusivos a la fecha de nacimiento del actor, la solicitud pensional elevada, su negativa y la petición de corrección de la historia laboral. Frente a las restantes indica que no son ciertos. Se opone a las pretensiones de la demanda y formula como medios exceptivos de fondo los de “Inexistencia de la obligación”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios”, “Cobro de lo no debido”, “Prescripción” y “Buena fe”.

Posteriormente el Despacho dispuso la citación al proceso de las sociedades Pimpollo S.A.S. y Crisaltex S.A, las que allegaron respuestas independientes, aunque por apoderada común, admitiendo únicamente el hecho relativo a la fecha de nacimiento del actor, arguyendo frente a los restantes que no les constan o que no son ciertos. Se oponen a las pretensiones de la demanda y formulan como excepciones de fondo las de “Inexistencia de las obligaciones que se pretenden deducir en juicio a cargo de la empresa demandada”, “Cobro de lo no debido” y “Prescripción”.

  II. SENTENCIA DEL JUZGADO

La Jueza a-quo encontró que Pimpollo S.A.S. había incurrido en mora patronal entre el 01 de enero de 1981 y el 13 de junio de 1986 y entre el 23 de febrero y el 31 de mayo de 1988, por lo que le ordenó hacer los pagos correspondientes a Colpensiones. Para arribar a tal conclusión, la Jueza a-quo se apoyó en la prueba documental aportada con la demanda, consistente en la certificación laboral expedida por la empresa, en la que se observa que el señor Carvajal Ramírez laboró para esa empresa de manera ininterrumpida entre el mes de enero de 1981 a mayo de 1988, documento con el que el demandante cumplió su carga probatoria y que no logró ser desvirtuado por la sociedad demandada. Con apoyo en dichos períodos y los restantes que figuran en la historia laboral, encuentra que el actor es beneficiario del régimen de transición y que dicho régimen se le mantiene más allá del 31 de julio de 2010, amén que superó las exigencias contenidas en el Acto Legislativo 01 de 2005. Por tal motivo, pasó a estudiar la pensión de conformidad con el Acuerdo 049 de 1990, encontrando que el actor cumplió con las exigencias para acceder a la prestación pensional, dado que superó las 500 semanas en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad, razón por la cual impuso a Colpensiones el reconocimiento de la pensión desde el   1º de marzo de 2012, pues el actor se retiró del sistema el 28 de febrero de 2012.

II. APELACIÓN.
El apoderado de la sociedad Pimpollo S.A.S. interpuso recurso de apelación al estimar que la parte actora no cumplió la carga de demostrar que prestó el servicio personal entre los extremos alegados, en cambio la sociedad aportó una certificación en la cual se desprende que el actor laboró en los lapsos acreditados en la historia laboral. Critica la valoración que hizo la Jueza de la prueba testimonial, en el sentido de que no tuvo por acreditada la destrucción de los archivos de la empresa, de lo que se derivaba la imperiosa necesidad de un mayor ejercicio probatorio del actor. 
Igualmente al haber sido desfavorable la decisión para Colpensiones, sae dispuso la consulta de la decisión.

IV. CONSIDERACIONES

1. Del problema jurídico:
¿Acreditó el demandante que prestó sus servicios para el empleador Pimpollo S.A.S. en los extremos que alega?

¿Se reunieron los presupuestos necesarios para ordenar a Colpensiones reconocer al demandante la pensión de vejez del actor conforme a los lineamientos del Acuerdo 049 de 1990?
2. Desenvolvimiento de la problemática planteada.

El sistema de seguridad social en pensiones implica el cumplimiento de unas cargas u obligaciones que deben cumplir tanto los afiliados, como los empleadores, los Fondos de Pensiones y el Estado. Frente a los primeros, dígase que tienen la carga, en el caso de ser trabajadores dependientes, de desempeñar su labor en el período correspondiente, para que se genere la respectiva cotización, el empleador tiene la obligación de afiliar a sus trabajadores al sistema pensional, retener el porcentaje correspondiente del salario del trabajador y junto con el que le corresponde pagar entregarlo al Fondo pensional. Por su parte los Fondos de Pensiones, cuentan con obligaciones especiales, encaminadas a recaudar las cotizaciones que efectúen los afiliados, en caso de mora en el pago por parte del empleador, deberán adelantar las acciones de cobro respectivas, reconocer y pagar las prestaciones que se deriven del sistema y, además de ello tiene la especial obligación de asesorar al afiliado e informarlo debidamente sobre las consecuencias de una decisión determinada. Finalmente el Estado tiene el deber de vigilar la labor que ejecutan los fondos pensionales y garantizar el pago de las prestaciones derivadas del sistema de manera oportuna.

Cuando el empleador falla en el cumplimiento de sus obligaciones, bien sea que no afilia al trabajador al sistema pensional o bien que no paga las cotizaciones que corresponden, la ley establece unas sanciones especiales. En el caso de la no afiliación, al tenor de lo dispuesto en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, cuyo parágrafo 1º, en el literal d y en el inciso segundo, establece que el empleador debe cancelar a la administradora de pensiones el titulo pensional que corresponda por el tiempo que no fue afiliado el trabajador, el cual cubre el aporte patronal, el aporte del empleado y los réditos de mora; y en el caso de la falta en el pago de aportes, conforme a los artículos 22 y 23 de la obra legal que viene en cita, será responsable de la totalidad del aporte y los réditos moratorios que estos generen, pudiendo ser ejecutado por el Fondo de Pensiones. Traída esa situación al marco de un proceso judicial, en el caso de la no afiliación al sistema pensional, la imposición de la consecuencia jurídica antes dicha, debe estar precedida de una gestión probatoria del trabajador, en el sentido de acreditar la existencia de la relación laboral y la prestación personal del servicio. Y valga recordar que, en materia laboral, el Juez no está atado a una determinada tarifa legal, sino que conforme con el canon 61 del CPTSS, se puede formar libremente el convencimiento, razón por la cual, la acreditación de los hechos antes dichos, puede cumplirse por cualquier medio probatorio que sea idóneo para ello, como lo es por ejemplo, una certificación expedida por el mismo empleador, en la que consten los aspectos propios de la relación laboral. Sobre la pertinencia de dicha prueba para acreditar la existencia de una relación laboral, se ha pronunciado la Sala de Casación Laboral en varias ocasiones, indicando que tales documentos hacen las veces de plena prueba de la existencia de una relación laboral y es el empleador el que debe contraprobar de manera contundente que el contenido de dicha certificación no se compadece con la realidad. (al respecto véase la sentencia del 02 de agosto de 2004. Rad. 22.259, reiterada en providencia SL 16528 del 26 de octubre de 2016).

En el caso puntual, se tiene que a folio 18 de la actuación, se trajo certificación de la empresa Pimpollo S.A.S., fechada el 01 de febrero de 2012, en la cual se da cuenta de que el señor Luis Leopoldino laboró con dicha empresa entre el mes de enero de 1981 y mayo de 1988, sin que conste en dicho documento interrupción alguna. El mismo, fue suscrito por la señora Angela María Vargas Cataño, como Jefe de Nómina de la empresa. Correspondía entonces, a la sociedad vinculada Pimpollo S.A.S. derruir el contenido del referido documento, tal como lo ha establecido la denodada jurisprudencia del órgano de cierre de la jurisdicción laboral, mas sin embargo, no lo hizo, pues la declaración vertida por la señora Rubiela Idarraga, antes que desdibujar lo dicho en el documento, acredita que la persona que lo suscribió laboraba con la empresa en el tiempo que lo hizo y se desempeñaba en el rol de Jefe de gestión Humana, área precisamente encargada de manejar el personal de la empresa. Por lo tanto, se insiste, la parte demandada no desacreditó el contenido de la certificación referida, por lo que se observa que la conclusión de la a-quo, en el sentido de darle pleno valor probatorio al aludido documento es acertada, sin embargo, se observa que la condena fijada con apoyo en el mismo resulta excesiva, pues en realidad de verdad, de conformidad con la historia laboral visible a folios 51 y ss, se observa que esta sociedad, antes conocida como Industria Avícola de Occidente Ltda, efectuó aportes por el actor entre el 14 de junio de 1982 y el 22 de febrero de 1988, razón por la cual, únicamente quedan insolutos los períodos del 01 de enero de 1981 al 13 de junio de 1982 y del 23 de febrero de 1988 al 31 de mayo de 1988, por lo que se deberán modificar los ordinales 2º y 3º de la sentencia anotada, en este sentido. 
   Resuelto el recurso de apelación propuesto por el portavoz judicial de la parte vinculada Pimpollo S.A.S., se dispone la Colegiatura a resolver lo pertinente al grado jurisdiccional de consulta, frente a la orden dada a Colpensiones de reconocer y pagar al actor la pensión de vejez desde el 01 de marzo de 2012. 

Pues bien, para determinar el derecho pensional perseguido, es indispensable verificar si, la eventual pensión del demandante, puede regirse o no con los rigores del Acuerdo 049 de 1990.

Para ello, es indispensable, en primer lugar, precisar que la Ley 100 de 1993 en su artículo 36 estableció un régimen de transición, el cual tuvo por finalidad, amparar a las personas que estuvieran en alguno de los grupos allí referidos, las expectativas legitimas de pensionarse, de conformidad con parte del régimen legal anterior que le resultare aplicable, puntualmente, con aplicación de la edad, el tiempo o semanas de cotización y el monto de la pensión, que se regulaba en esas normas anteriores. Los grupos que se podían beneficiar de tales pautas, eran quienes al 1º de abril de 1994 contarán con uno de estos requisitos: (i) mujeres que tuvieran 35 años o más; (ii) hombres que tuvieran 40 años o más y (iii) hombres y mujeres que tuvieran 15 años de servicios o su equivalente en cotizaciones, sin importar la edad.

El demandante contaba con más de 42 años a esa calenda, tal como se extracta de la copia de la cédula de ciudadanía aportada –fl. 6- y observando la historia laboral del demandante –fl. 51-, se observa que siempre cotizó al régimen de prima media, por lo que el régimen pensional aplicable era el contenido en el Acuerdo 049 de 1990.
Ahora, como el actor cumple el requisito de la edad para pensionarse, el 21 de julio de 2011, es indispensable verificar si el actor cumple con la exigencia de semanas traída por el Constituyente en el Acto Legilativo 01 de 2005, para extender los beneficios transicionales más allá del 31 de julio de 2010. Ese acto reformatorio de la Carta Política, indica que la transición se extendería hasta el año 2014 si al momento de su entrada en vigencia, el afiliado contaba con 750 semanas o su equivalente en tiempo de cotización. En el caso del actor y echando mano nuevamente de la historia laboral aportada por Colpensiones, ha de decirse que a ese momento y adicionando el tiempo que se impuso pagar a Pimpollo S.A.S. -88,85 semanas- el señor Carvajal Ramírez contaba con 778,16 semanas, por lo que el beneficio transicional se le extendió hasta el año 2014.

Ahora, teniendo claro lo anterior y atendiendo que el Acuerdo 049 de 1990 señala en su artículo 12 que los hombres que alcancen los 60 años, pueden pensionarse por vejez cotizando 1.000 semanas en cualquier tiempo o 500 semanas en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad, pasará la Sala a verificar en cuál de las dos hipótesis se encuentra el demandante o si no satisfizo la exigencia de semanas cotizadas.

De una vez dígase que en toda la vida laboral, teniendo en cuenta el tiempo laborado para Pimpollo y no cotizado, el actor cuenta con 965,45 semanas, suma inferior a las 1.000 exigidas. En cuanto a la segunda hipótesis, esto es, las 500 semanas cotizadas en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad -21 de julio de 1991 a 21 de julio de 2011-, se tiene que el actor suma 563,61 semanas, superando el número exigido por la norma, razón por la cual el demandante es beneficiario de la pensión de vejez, conforme al Acuerdo 049 de 1990, tal como lo determinó la juzgadora de primer grado.

 En cuanto a la calenda desde la cual se debe empezar a pagar el derecho pensional, debe decirse que la Jueza a-quo lo fijó desde el 01 de marzo de 2012, calenda en la cual operó el retiro del sistema, al haber presentado la solicitud pensional el 28 de febrero de 2012. El artículo 13 del Acuerdo 049 de 1990 establece que la pensión se disfrutará una vez desafiliada la persona del sistema de pensiones, lo que debe entenderse como la voluntad inequívoca de mutar en cuanto a su calidad de afiliado y pasar a ser pensionado, decisión que se puede inferir de actos externos de la persona, tal como lo ha dicho la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, entre otras, en sentencia SL 5603, de 6 de abril 2016.

En el caso puntual, dígase que efectivamente existe en el infolio prueba de que el demandante solicitó la pensión de vejez desde el 28 de febrero de 2012 –fl. 8- y según la historia laboral su última cotización al sistema pensional antes de esa fecha, ocurrió en el año 2009 –febrero-, así mismo se tiene que cumplió la edad para pensionarse el 21 de julio de 2011. No obstante, con posterioridad a la data en que alcanzó los 60 años, el demandante efectuó cotización de 18 días en el mes de diciembre de 2014. Si la Sala se atiene al tenor literal del artículo 13 del Acuerdo 049 de 1990, esa cotización adicional modificaría la fecha desde la cual se debe reconocer el disfrute de la pensión. Más sin embargo, tal como lo estableció la a-quo, esa cotización no repercute en manera alguna en el derecho pensional del demandante, por cuanto no le incrementa el IBL o la tasa de reemplazo ante los pocos días que representa, razón por la cual sería inequitativo e injusto, que si tenga los nocivos efectos de desdecir la voluntad del demandante de dejar el sistema pensional. Ahora, como para el momento en que se cumplió la edad, el señor Carvajal Ramírez ya había cumplido las condiciones necesarias para pensionarse, pues sería desde esa fecha en que se debiera reconocer la prestación. Sin embargo, como se conoce en consulta a favor de Colpensiones, no se podrá modificar la decisión consultada, en cuanto al disfrute de la pensión, debiéndose actualizar el valor de la condena por retroactivo a la calenda de esta providencia, lo que se hace así:
[image: image1.emf]AÑO MESADA #MESADAS TOTAL

2012 566.700,00 $  11 6.233.700,00 $    

2013 589.500,00 $  13 7.663.500,00 $    

2014 616.000,00 $  13 8.008.000,00 $    

2015 644.350,00 $  13 8.376.550,00 $    

2016 689.455,00 $  13 8.962.915,00 $    

2017 737.717,00 $  1 737.717,00 $       

TOTAL 39.982.382,00 $ 


 En síntesis, se modificarán los ordinales 2º y 3º de la sentencia, en el sentido de modificar la condena impuesta a Pimpollo S.A.S. y se actualizará el valor de la condena impuesta en el ordinal 7º hasta la fecha de esta providencia, confirmándose en todo lo demás. 

Sin costas en esta instancia.          
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA
1. Modificar los ordinales 2º y 3º de la sentencia dictada por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el 11 de febrero de 2016, en el sentido de que la Industria Avicola de Occidente Pimpollo S.A.S. debe pagar a Colpensiones los aportes al sistema pensional, a manera de título pensional y con los respectivos réditos moratorios, por los períodos comprendidos entre el 1º de enero de 1981 y el 13 de junio de 1982 y del 23 de febrero de 1988 al 31 de mayo de 1988.

2. Actualizar hasta el 31 de enero de 2017 la condena impuesta en el ordinal 7º de la sentencia referida, la cual corresponde a la suma de $39.982.382.

3. Se confirma la providencia en todo lo demás. 

4. Sin costas en esta instancia.
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.
Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 
                                                   
Alonso Gaviria Ocampo
Secretario
ANEXO
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